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1. Antecedentes

l. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia el 11 de marzo
de 1987, registrado en este Tribunal el día 13. el Procurador de los
Tribunales don José Manuel Dorremoechea Aramburu, interpone, en
nombre y representación de don Enrique Goxens Oresanz, recurso de
amparo contra el Auto de 27 de enero de 1987, de la Sala Segunda del
Tribunal Central de Trabajo, que inadmitió el recurso de suplicación por
él interpuesto.

2. Los hechos a los Que se contrae la demanda son, en síntesis, los
sigurentes:

a) En la Magistratura de Trabajo núm. 12 de Barcelona se siguieron
los Autos mimo 153/86 sobre despido, a instancia de doña Pascuala

Ha decidido

Den.egar el amparo solicitado por don Juan Francisco Sáez Torres.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a veintidós de mayo de mil novecientos ochenta y
nueve.-Francisco Rubio L1orente.-Antonio Truyol Serra.-Eugenio Díaz
EimiL-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los
Mozos y de los Mozos>Alvaro Rodríguez Bereijo.-Firmados y rubrica­
dos.

sin pruebas idóneas Que permitan tenerla por desvirtuada, sino también
cuando nuevos hechos o nuevos elementos de juicio evidencian la
inocencia del que ha sido condenado con base en pruebas que, en virtud
de ellos, resultan posteriormente ser fundamento erróneo e falso de la
declaración de culpabilidad. .

En consecuencia, es obligado entender que, interpuesto recu¡so de
revisión, se vulneraria el derecho a la presunción de inocencia si el
Tribunal 10 desestimara de manera irrazonable, a pesar de que en él se
acreditara, de manera indubitada, la inocencia del condenado; más
dificultad existe para mantener este mismo criterio en relación con la
negativa del Ministerio de Justicia a interponer el recurso, pues, en
principio, la presunción de inocencia sólo puede ser directamente
vulnerada en el orden penal por Sentencias condenatorias dictadas por
los órganos judiciales en Quienes reside la postestad jurisdiccional, y es
obvio que ni el Ministerio de Justicia ni el Fiscal General del Estado
ostentan tal potestad.

Ello, sin embargo. no empece a que la negativa a interponer el
recurso de revisión podría igualmente, aunque de manera indirecta,
vulnerar el referido derecho fundamental, si esa negativa fuese arbitra­
ria, ya que en tal caso se estaría dejando de emplear sin fundamento
razonable los medios jurídicos que la Ley pone a disposición del
Ministerio de Justicia o de Fiscal General para hacer efectivo el derecho
constitucional del inocente a no sufrir o continuar sufriendo condena,
derecho Que dichas autoridades públicas tienen el deber de proteger en
virtud de la eficacia vinculante que a los derechos fundamentales
confiere el arto 53.1 de la Constitución.

La aplicación de esta doctrina al supuesto debatido en este recurso
conduce a su desestimación, puesto Que para llegar a la conclusión de
que la negativa a interponer el recurso de revisión no ha sido arbitraria
basta con considerar que en modo alguno puede dudarse que constituye
fundamento razonable para acordar dicha negativa la consideración de
que la declaración prestada por el coautor de un delito, exculpando al
que ha sido condenado en juicio anterior como coautor del mismo
delito, no constituye nuevo hecho o nuevo elemento de prueba que
«evidencia la inocencia de condenado», según exige el numo 4 del
arto 954 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, y ello deja reducidas las
alegaciones del demandante de amparo a simple discrepancia sobre la
valoración de un elemento probatorio que carece de trascedencia
constitucional, máxime si se considera que ni siquiera la actitud
exculpatoria del condenado en el juicio posterior es un hecho nuevo en
cuanto que fue la misma mantenida por éste en la declaración
indagatoria prestada en el sumario y conocida, por tanto, por el Tribunal
que condenó al aquí demandante de amparo.

FALLO

En atenció a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA,

Sala Segunda del Tribunal Central de Trabajo, dictado en el recurso de
suplicación núm. 1.694/86. En el proceso de amparo han comparecido
el Ministerio Fiscal y doña Pascuala Escuer López, representada por el
Procurador don Pedro Antonio González Sánchez y asistido por la
Letrada doña María del Pilar GuiUén Monforte, y ha sido Ponente el
Magistrado don Vicente Gimeno Sendra, quien expresa el parecer-de la
Sala.
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Sala Segunda. Sentencia 95/1989, de 24 de mayo. Recurso
de amparo 334/1987. Contra Auto del Tribunal Cen­
tral de Trabajo que inadmitió recurso de suplicación
interpueslo por estlmar insuficiente la cantidad consignada
para recurrir. Subsanahi/idad de defectos procesales.

La Sala Primer'a del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando García-Mon y
González Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesus Leguina
Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra, Magistra­
dos, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 334/87, promovido por don Enrique
Goxens Oresanz, representado por el Procurador de los Tribunales don
José Manuel Dorremochea Aramburu y asistido por el Letrado don
Manuel Torres Izquierdo, contra el Auto de 27 de enero de 1987 de la

Es cierto Que. en principio. la vulneración de ese derecho sólo puede
proceder de actos de los órganos judiciales. que es a quienes compete
dispensar la tutela judicial. pero tambien lo es que ello no impide
concebir la existencia de impedimentos a la obtención de una resolución
judicial de fondo procedentes de otros órganos públicos de naturaleza y
funciones diversas de la juridsdiccional v así lo ha declarado este
Tribunal en lo que aquí interesa. en ~Iáción con el Ministerio de
Justicia. que es a quien. en definitiva. corresponde decidir sobre la
procedencia de interponer el recurso de revisión penal-SSTC 7/1981 y
124/1984. ya citadas.

Sentado lo anterior. y a pesar de las insuficiencias que, desde la
perspectiva del derecho a la tutela judicial. prese]1te su regulación legal,
el recurso de revisión de Sentencias penales firmes ha sido considerado
compatible con el arto 24.1 de la Constitución por estas últimas
Sentencias. en razón a que se trata de un cauce procesal, históricamente
asociado al derecho de gracia y a la rehabilitación del inocente, que la
Ley somete a estrictas condiciones de interposición al objeto de lograr
el necesario equilibrio entre la seguridad jurídica que reclama el respeto
a la cosa juzgada y la exigencia de la justicia en Que no se mantengan
Sentencias condenatorias de quienes resulten posteriormente acreditado
que fueron indebidamente condenados.

En este propósito de equilibrar dichos valores esenciales del ordena­
miento jurídico encuentra justificación constitucional la atribución
exclusiva de la legitimación activa al Fiscal de Justicia. y la promoción
de la misma al interesado. cuyo acceso directo al recurso de revisión no
puede autorizar el Tribunal Constitucional en cuanto constítuiría un
nuevo régimen legal del recurso que invadiría las competencias del
legislador. no pudiendo tampoco, en principio, imponer al Ministerio de
Justicia Que ordene al Fiscal General del Estado la interposición del
recurso. pues la solicitud de cualquiera de las personas Que señala el
aT!-o 955 de la LE.Cr. no tiene fuerza ·vinculante, sino que su acogi­
mIento depende de que tenga fundamento suficiente que justifique la
interposición pretendida.

Ello no impide. sin embargo, tener presente que el enjuiciamiento del
derecho a la tutela judicial debe siempre realizarse de acuerdo con el
criterio de la razonabilidad, el cual hay que aplicar. con mayor rigor,
cuando el acto que impide al interesado acceder a los recursos
establecidos por las leyes emana, no del órgano judicial, sino de un
poder público Que carece de tal condicíón, como es el Ministerio de
Justicia, Y. en virtud de ello, la anterior doctrina no puede aplicarse de
manera tan rígida y automática Que conduzca a negar la competencía
que. en defensa del indicado derecho fundamental, corresponde a este
Tribunal para examinar si las razones de la negativa a interponer el
recurso de revisión son irrazonables, infundadas o arbitrarias, pues en
tal caso podría existir vulneración del derecho.

Todo lo expuesto sintetiza la doctrina constitucional establecida
sobre el recurso de revisión en relación con el derecho a la tutela judicial,
pero oc~rre que el demandante formula su pretensión de amparo con
mvocaclón, no de este derecho. sino de la presunción de inocencia
protegida por el ano 24.2 de la. Constitución y ello nos obliga a
detenninar si la configuración legal de ese recurso de revisión, en los
términos que se dejan razonados, puede tener incidencia en dicha
presunción y, caso afirmativo, si la doctrina referida es trasladable a esta
distinta perspectiva constitucional.

A tal fin, debemos partir de la idea inicial de que el recurso de
revisión penal, según declara la STC 124/1984. constituye un esencial
imperativo de la justicia, contemplada en el an. 1.1 de la Constitución
como uno de los valores superiores del Estado social y democrático de
Derecho, al cual se vincula estrechamente la dignidad humana y la
presunc!~n de i.nocenci~ y, desde esta vi.nculaC'Íón. no cabe dudar que la
presunclOn de mocenCla sufre vulneraCión no sólo cuando se condena

la siguiente
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Escuer López contra el hoy recurrente. Tras la pertinente tramitació~, el
Magistrado dictó Sentencia el 7 de abril de 1986, en la que estimó
Íntegramente la demanda y condenó al demandado a readmitir a la
actara y al abono de los salarios devengados desde que se produjo el
despido hasta la readmisión.

b) Contra dicha Sentencia interpuso el condenado recurso de
suplicación. a cuyo efecto consignó la cantidad de 97.000 pesetas, en
concepto de importe de la condena por más el preceptivo depósito de
2.500 pesetas. La Magistratura de Trabajo. por providencia de 16 de
abril de 1986. admitió el recurso v. una vez fonnalizado, remitió las
actuaciones al Tribunal Central de Trabajo. Por Auto de 27 de enero de
1987. la Sala Segunda del Tribunal Central tuvo por no anunciado el
recurso interpuesto y declaró firme la Sentencia impugnada, al estimar
que no se había cumplido con la exigencia prevista en el arto 154 de la
Ley de Procedimiento Laboral, por. haber consignado la cantidad de
97.000 pesetas. cuando el importe de la condena alcanzaba la cantidad
de 102.608 pesetas.

3. La representación del recurrente considera que el Auto impug­
nado infringe el derecho a obtener la tutela judicial efectiva consagrado
en el arto 24.1 de la Constitución, alegando, de un lado, que la
consignación fue correctamente efectuada, pues la Sentencia de la
Magistratura de Trabajo no precisó el importe de la consignación yel
cómputo del importe se hizo por días en base al salario aceptado en la
Sentencia. y. de otro, que. conforme a reiterada jurisprudencia de este
Tribunal Constitucional en supuestos similares, no toda irregularidad ha
de convertirse en un obstáculo insalvable para la prosecución del
recurso, cuando se ha manifestado una dara voluntad de recurrir y no
ha tenido posibilidad alguna de subsanar, en su caso, el error en la
cantidad consignada.

En consecuencia, interesa de este Tribunal que anule el Auto de 17
de enero de 1987 del Tribunal Central de Trabajo y que éste resuelva por
Sentencia el recurso de suplicación interpuesto. Por otrosí, de conformi­
dad con el art. 56 de la LOTe, solicita la suspensión en la ejecución de
la resolución recurrida por los graves perjuicios que podria ocasionar.

4. Po;r providencia de 8 de abril de 1987, la Sección Cuarta de la
Sala Segunda de este Tribunal -en la actualidad Sala Primera- acuerda
admitir a trámite la presente demanda de amparo y, en virtud de lo
dispuesto en el art. 51 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional
(LOTC), requerir a la Magistratura de Trabajo núm. 12 de Barcelona y
al Tribunal Central de Trabajo, a fin de que dentro del plazo de diez días
remitan testimonio de los Autos núm. 153/86 y del recurso de
suplicación núm. 1.694/86, respectivamente, así como que por la
expresada Magistratura se emplace a quienes fueron parte en dichos
procedimientos a excepción del recurrente en amparo.

"5. Por escrito presentado el 12 de junio de 1987, doña Pascuala
Escuer López, asistida de la Letrada doña Maria del Pilar Guillén
Monforte, se persona en el presente recurso de amparo como parte
recurrida y solicita la designación de Procurador del turno de oficio para
que le represente en el proceso, por carecer de medios económicos.

6. Recibidas las actuaciones, por providencia de 1 de julio de 1987,
la Sección acuerda tener por personada a doña Pascuala Escuer López,
y por nombrada para su dirección a la Letrada antes citada, así como
librar comunicación al Ilustre Colegio de Procuradores de Madrid, a fin
de que proceda a la designación. en turno de oficio, de Procurador que
le represente en proceso constitucional.

7. Por providencia de 15 de julio de 1987, la Sección acuerda tener
por designado al Procurador don Pedro Antonio GonzálezMSánchez,
para representara la personada doña Pascuala Escuer López, y en virtud
de lo dispuesto en el ano 52.1 de la LOTe dar vista de las actuaciones
por un plazo común de veinte días al Ministerio Fiscal y a los
Procuradores señores Dorremoechea Aramburu y González Sánchez
para que dentro de dicho término formulen las alegaciones Que a su
derecho convenga. .

8. En su escrito de alegaciones, presentado el 17 de agosto de 1987,
el Ministerio Fiscal, después de exponer los hechos y la cuestión
planteada, alega que el recurrente no tuvo conocimiento en ningún
momento de cantidad judicial de referencia a la hora de calcular el
montante objeto de la condena Que debía consignar, por lo que consignó
la cantidad Que en su cálculo correspondía, sin que la Magistratura de
Trabajo advirtiera error alguno al respecto, para cumplir el mandato y
finalidad prevenidos en el arto 154 de la Ley de Procedimiento Laboral,
propósito que queda patente al comparar la cantidad consignada (97.000
pesetas) y la que, según el Tribunal Central se debió consignar (102.608
pesetas). Por ello, continúa el Fiscal. conforme a la doctrina sentada por
este Tribunal Constitucional en la STC 162fl986, de 17 de diciembre,
para un supuesto similar al presente, el recurso de amparo debe
prosperar, puesto que el hoy recurrente padeció un error en el cálculo o
en la determinación de las bases del mismo, v el Tribunal Central debió
darle ocasión a la subsanación del mismo. por lo que interesa Que se
dicte Sentencia en la que se otorgue el amparo solicitado.

9. La representación de doña Pascuala Escuer López, en su escrito
de alegaciones presentado el 11 de septiembre de 1987, considera, en
primer lugar, que el recurso de amparo se interpuso después de haber
transcurrido más de veinte días desde la comunicación del Auto
impugnado a la representación letrada del hoy recurrente, pues consta
en las actuaciones seguidas ante la Magistratura de Trabajo que dicha
representación había recibido, mediante acuse de recibo, la notificación
de Auto del Tribunal Central de Trabajo con anterioridad al día 16 de
febrero de 1987. En segundo lugar, alega Que, efectivamente, la consigna·
ción Que el recurrente hizo al interponer el recurso de suplicación no era
la correcta, pues el cálculo de la cantidad a consignar lo hizo teniendo
en cuenta ünicamente la antigüedad que el propio recurrente reconoce
a la actora, no la que figura en la demanda presentada ante Magistratura,
a contar desde el 16 de septiembre de 1979, por lo que el importe de los
salarios debidos era el fijado por el Tribunal Central de Trabajo.
Finalmente, considera que el presente recurso de amparo no puede
prosperar, pues, aparte de haber sido presentado fuera de plazo y Que la
cantidad consignada para recurrir no tenía base ni fundamento alguno,
conforme a lo antes dicho, la cuestión Que motiva el recurso de amparo
no es otra que la negativa del recurrente a admitir la antigüedad real de
su representada y la única finalidad perseguida es dilatar el pago de las
cantidades adeudadas. Además, para el caso de que se admita la
posibilidad de subsanar el defecto en la consignación para recurrir, el
Tribunal Central de Trabajo deberá inadmitir el recurso de suplicación
por razón de la cuantía, ya que la cuantía real del pleito no alcanza las
200.000 pesetas, exigidas por el arto 153 de la Ley de Procedimiento
Laboral.

Por lo expuesto, solicita de este Tribunal que dicte Sentencia en la
Que, recogiendo los hechos y fundamentos de derecho aplicables al
presente caso, confirme el Auto dictado por el Tribunal Central de
Trabajo. Por otrosí, manifiesta Que, dada la gravedad que representa la
suspensión del Auto del Tribunal Central de Trabajo, esta. no se refiera
a los efectos ya producidos, pues la Magistratura de Trabajo ha
reclamado la devolución de la cantidad consignada por el recurrente al
interponer el recurso de suplicación.

10. Por escáto presentado el 12 de septiembre de 1987, la represen­
tación del recurrente de amparo evacua el trámite de alegaciones y
manifiesta que, de acuerdo con la jurisprudencia de est.e Tribunal (SSTC
162/1986, de 17 de diciembre; 65(1983, de 21 de julio; 19/1983, de 14
de marzo; 60/1985, de 6 de mayo, y 90/1983, de 7 de noviembre, entre
otras), un posible error en la consignación no debe llevar a la terminante
inadmisión del recurso, sino a la advertencia del mismo al recurrente
para su subsanación, pues una actuación distinta conculca el derecho
fundamental declarado en el ano 24.1 de la Constitución. En consecuen­
cia, solicita que se dicte Sentencia en la que se otorgue el amparo,
declarando la nulidad del Auto dictado por el Tribunal Central de
Trabajo y reconociendo expresamente el derecho del recurrente a que
por dicho Tribunal se diete Sentencia resolutoria en el recurso de
suplicación planteado.

11. Por Auto de 3 de junio de 1987, dictado en la pieza separada
de suspensión, previa la correspondiente tramitación, la Sala acordó
suspender la ejecución del Auto dictado el 27 de enero de 1987 por el
Tribunal Central de Trabajo, con mantenimiento de la consignación
efectuada al anunciar el recurso de suplicación y con prestaciones de
fianza en los términos indicados.

12. Por providencia de 22 de mayo de 1989 se señaló para
deliberación y votación de la presente Sentencia el día 24 de mayo
de 1989.

Il. Fundamentos juridicos

l. Antes de entrar en el estudio y decisión del fondo del recurso es
procedente examinar, en primer lugar, si concurre la causa de inadmi­
sión de la demanda alegada por la representación de doña Pascuala
Escuer López, y consistente en haber sido interpuesto el recurso fuera de
plazo. Pero este óbice de procedibilidad, que obligaría ahora a desetimar
el recurso, no es acogible, pues, conforme consta en las actuaciones
seguidas ante la Magistratura de Trabajo núm. 12 de Barcelona, el Auto
de 27 de enero de 1987 del Tribunal Central de Trabajo fue notificado,
por correo certificado, a la representación del hoy recurrente de amparo
el día 16 de febrero del mismo año, como se indica en la demanda de
amparo. Por ello, habiéndose presentado la demanda de amparo el día
II de marzo de 1987 en el Juzgado de Guardia, es claro que se cumplió
el plazo legal de veinte días previsto en el arto 44.2 de la LOTC, por lo
Que debe rechazarse la excepción de extemporaneidad alegada.

2. Por lo que respecta al fondo del recurso, la cuestión planteada
consiste en dilucidar si el Auto dictado por el Tribunal Central de
Trabajo, que tuvo por no anunciado el recurso de suplicación inter­
puesto por el hoy demandante de amparo, por estimar insuficiente la
cantidad consignada para recurrir, y declaró firme la Sentencia recu­
rrida, infringe el derecho a obtener la tutela judicial efectiva consagrado
en el arto 24.1 de la Constitución.
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En este sentido cabe señalar que. como este Tribunal ha afirmado en
reiteradas ocasiones (SSTC 19/1983. de 14 de marzo; 57/1984. de 8 de
mayo: 60/1985. de 6 de mayo: 87/1986. de 27 de junio: 117/1986, de 13
de octubre. y 5/1988. de 21 de enero. entre otras muchas), el derecho a
la tutela judicial efectiva consagrado en el arto 24.1 de la Constitución
comprende. por natural extensión. el derecho a los recursos o a las
diversas ~nstancias judiciales previstas en las leyes. e impone a los Jueces
y Tribunales que. en el control de los requisitos formales que condicio­
nan la válidad interposición de los mismos. utilicen criterios interpreta·
tivos que sean favorables a dicho acceso. evitando incurrir en el rigor
formalista de limitarse a una aplicación automática y literal de los
preceptos legales que conduzca a negar el recurso por una irregularidad
formal subsanable. sin dar oportunidad al interesado a la posibilidad de
proceder a su subsanación. En concreto, por lo que respecta a la
obligación de consignar el importe de la condena para que pueda tenerse
por anunciado y admitirse un recurso de suplicación en el orden laboral
(art. 154 de la lPL). es doctrina consolidada que. si bien no puede
estimarse corno un obstáculo al ejercicio del derecho a la tutela judicial,
tal exigencia ha de hacerse valer por los Tribunales de un modo
proporcionado. y que. en todo caso. el examen de la trascendencia sobre
la viabilidad del recurso por una irregularidad en la constitución del
depósito habrá de hacerse siempre a la luz de la ratio de esta carga, que
no es otra que la de asegurar la seriedad de los recursos. y dando antes
ocasión a la subsanación del defecto mismo (SSTC 3/1983, de 25 de
enero: 117/1986. de 13 de octubre; 162/1986. de 17 de diciembre, entre
otras).

3. En el caso que ahora nos ocupa. el recurrente en amparo aduce
que la consignción efectuada era absolutamente correcta, teniendo en
cuenta que el despido fue declarado nulo y que procedía el abono de
salarios de tramitación, sin prorrata de pagas extraordinarias. No
obstante señala que, en todo caso. la unica infracción cometida sería la
del arto 93 de la ley de Procedimiento Laboral ante la falta de
concreción de la Sentencia impugnada acerca del importe de la
consignación, por lo que un posible error en la consignación'no debe
llevar a la terminante inadmisión del recurso. sino a la advertencia del
mismo al recurrente para su subsanación.

Al respecto. es obvio Que no corresponde a este Tribunal determinar
como si de una nueva instancia judicial se tratara, cual era la cantidad
Que el recurrente debió consignar. pues esa es cuestión cuya resolución
corresponde en exclusiva a los Juzgados y Tribunales de trabajo. Pero
es. igualmente claro que, como señala el Ministerio Fiscal, el recurrente
en ningun momento se ha mostrado contrario al cumplimiento del
requisito establecido en el arto 154 de la Ley de Procedimiento Laboral,
cuya finalidad no es otra, como antes se dijo. que la de evitar el

Sala Primera. Sentencia 96/1989. de 29 de mayo. Recurso
de amparo 537/1987. Contra Senrencic.l de la .\fagistrarura
de Trabajo mimero 28 de .\ladrid. que. declarando probada
la ralta muy gra\·e imputada al trahajador. sustituyó la
sanción impuesta por otra en rirtud de facultadn reconoci­
das por el arliculo 105 de la Ley de Procedimiento Laboral.
Supuesta \"Ulneración de la fluela efectiva.

La Sala Pnmera del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Tomás v Valiente. Presidente: don Fernando Garcia~Mon y
González.Reguerai. don Carlos de la Vega Senayas. don Jesús leguina
Villa. don Luis lópez Guerra y don José Vicente Gimeno Sendra,
Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 537/87, interpuesto por el Procurador
de los Tribunales don Manuel Sánchez-Puelles v Gonzále~CarvajaI. en
nombre de la Organización Nacional de Ciegos' Españoles. asistida por
el Letrado don Santiago Muñoz Machado. contra la Sentencia de
Magistratura de Trabajo numo 28 de Madrid. de 20 de marzo de 1987,
en Autos sobre sanción laboral. Han comparecido el Ministerio Fiscal y
don Tomás González Torres., representado por el Procurador don José
Luis Rodlíguez Pereita y asistldo por el Letrado don Juan Patilo Ase~slO
Domenech. Ha sido Ponente el MagIstrado don Jesus Leguina Villa.
quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Don Manuel Sánchcz·Pucllcs y González..carvajal. en nombre y
representación de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (en
adelante O.N.C.E.). interpone recurso de amparo por escrito de 21 de
abril de 1987. registrado en este Tribunal el dia 24 del mismo mes y año,

planteamiento de recursos meramente dilatorios y asegurar el posterior
cumplimiento de la resolución judicial que se pretende impugnar,
teniendo en cuenta, de un lado, la exigua diferencia entre la cantidad
consignada (97.000 pesetas) y la que segun el Tribunal Central de
Trabajo era la correcta (102.608 pesetas), y, de otro, la dificultad
intrínseca que comporta el cálculo de los salarios de tramitación
devengados y, más concretamente. la determinación de los dias para
efetuar el cómputo de aquéllos, cuando la Sentencia impugnada no
había concretado dicha cantidad.

4. De cuanto antecede debe concluirse que la decisión del Tribunal
Central de Trabajo de tener por no anunciado el recurso de suplicación,
por estimar que la cantidad consignada era insuficiente, sin comunicar
al recurrente el defecto advertido ni darle posibilidad de subsanarlo,
merece ser calificada como excesivamente rigurosa y formalista, contra­
ria al derecho a los recursos y lesiva, por tanto, del derecho del
recurrente a la tutela judicial efectiva, máxime teniendo en cuenta que
el recummte no conocía el importe exacto de la cantidad a consignar y
que la Magistratura de Trabajo tuvo por preparado el recurso sin
advertir error o defecto alguno respecto de la cantidad consignada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitución, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA,

Ha decidido

L° Declarar la nulidad del Auto de la Sala Segunda del Tribunal
Central de Trabajo de 27 de enero de 1987, dietado en el recurso de
suplicación numo 1.694/1986.

2.° Reconocer el derecho del recurrente a la tutela judicial efectiva.

3.° Restablecer al recurrente en la integridad de su derecho,
retrotrayendo las actuaciones judiciales al momento anterior al trámite
de admisión del recurso de suplicación, para que el Tribunal Central de
Trabajo conceda al recurrente la oportunidad de subsanar el defecto
advertido en la consignación.

Publícwese en el «Boletín Oficial del EstadQ)~.

Dada en Madrid, a veinticuatro de mayo de mil novecientos ochenta
y nueve.-Francisco Tomás y Valiente.-Fernando García-Mon y. Gonzá­
lez-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Jesus Leguina Vllla.-Luis
López Guerra.-Vicente Gimeno Sendra.-Firmados y rubricados.

contra la Sentencia de Magistratura de Trabajo numo 28 de Madrid. de
20 de marzo de 1987, dictada en Autos sobre sanción laboral. Invoca el
arto 24 de la Constitución.

2. la demanda de amparo tiene como base los siguientes antece·
dentes:

a) Tras el correspondiente expediente disciplinario, la O.N.C.E.
sancionó con traslado forzoso a don Tomás González Torres, que hasta
entonces ocupaba el cargo de Jefe Administrativo de la Agencia que esa
Organización posee en Martas. provincia de Jaén.

b) la sanción fue recurrida, dando lugar a la Sentencia de Magistra·
tura de Trabajo num. 28 de Madrid. de 20 de mano de 1987, que
'declaró probada la falta muy grave imputada por la Empresa al
trabajador, y que. atendiendo a «razones humanitarias)~ -invidencia de
la persona sancionada-, sustituyó la sanción impuesta por la Entidad
empleadora por la de suspensión de empleo y sueldo durante sesenta
días, en virtud de la facultad Que concede al Juez el arto 105 de la Ley
de Procedimiento laboral (en adelante, LPL).

.3. Contra esa Sentencia recurre la O.N.C.E. en amparo. por
presunta violación del arto 24 de la Constitución. solicitando la nulidad
de dicha resolución judicial.

A juicio de la Entidad demandante de amparo. la Sentencia
impugnada ha lesionado, en primer lugar. el derecho a la tutela judicial
efectiva reconocido en el párrafo primero del arto 24 de la Constit1,lción.
por dos motivos principales:

a) Primero, por no estar fundada en Derecho. ya que la resolución
judicial no se acomoda a ninguna de las pretensiones de las partes
(nulidad de la sanción por parte del trabajador, y confirmación de la
sanción por parte de la Empresa). sino Que. excediéndose de las
atribuciones del Juez, ha eludido la petición de las mismas y concedido
algo (una nueva sanción) que no encajaba en ninguna de las pretensiones
deducidas en el proceso; y ello a pesar de declarar probados los hechos
alegados por la Empresa. y de considerar conforme a Derecho la sanción
impuesta por la misma. A juicio de la Entidad recurrente. el arto 105
LPL no ofrece suficiente base para adoptar una decisión judicial de esa
clase, de modo Que la errónea interpretación de ese precepto y el


